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INFORME No. 112/13
PETICIÓN 454-99
DECISIÓN DE ARCHIVO

ARGENTINA

5 de noviembre de 2013
Presunta víctima: 
Pablo Eliseo Outes
PeticionariA:
María Elena Jiménez de Outes 
Violaciones alegadas: 
Derecho a la vida, protección judicial, tortura. 
Fecha de inicio del trámite:
 29 de enero de 2003
I. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de la Peticionaria
1. El 8 de diciembre de 1999 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por María Elena Jiménes de Outes (en adelante “la peticionaria”), esposa de Pablo Eliseo Outes, la presunta víctima, quien habría sido asesinado en lo que se conoce como la masacre de “Las Palomitas”.  
2. Alegó que once personas se encontraban detenidas por disposición del Poder Ejecutivo y sin causas penales abiertas.  Indicó que de acuerdo a la solicitud del juez el 16 de julio de 1976 se realizó el traslado de los detenidos al Penal de Villa Las Rosas en Salta.  Señaló que dichas personas fueron asesinadas a 50 km de Salta, en la masacre de “Las Palomitas”.  De este grupo Georgina Graciela Droz y Evangelina Botta de Linares permanecerían desaparecidas, y los restos de las otras nueve presuntas víctimas habrían sido encontrados en los cementerios de Salta, San Miguel de Tucumán y Yala.
3. La peticionaria añadió que a su consideración, existió una organización dedicada a cometer estos actos, la cual estaría encabezada por el citado juez y un Coronel de las Fuerzas Armadas (en adelante “F.F.A.A.”).  Alegó que inicialmente la masacre habría sido reportada como un enfrentamiento con elementos subversivos a partir del robo de un automóvil.  La peticionaria indicó que en dicho enfrentamiento no habría muerto ningún miembro de las Fuerzas Armadas.

4. Indicó que los hechos fueron denunciados en 1983 por un preso político ante un juez militar en Rawson.  Alegó que durante siete años el Juez no realizó diligencia alguna sobre el caso. Indicó que el 23 de junio de 1988, la Corte Suprema de Justicia de la Nación (en adelante “CSJN”), declaró extinguida la acción penal en la causa “Menéndez, Luciano Benjamin y otros p.ss.aa. delitos cometidos en la represión” por aplicación de la “Ley de Punto Final”, por lo que se habría archivado la causa “Palomitas-Cabeza de Buey”. 

5. Indicó que la Organización No Gubernamental Unidos por la Justicia habría presentado una denuncia contra el citado juez el 5 de marzo de 1999, y que el 24 de junio de 1999 el Juzgado Federal No. 2, habría considerado que la acción contra el juez, no había prescrito.  Sin embargo, habría desestimado dicha denuncia por falta de mérito, toda vez que el traslado se habría producido en base a una orden del Poder Ejecutivo Nacional y se remitió lo actuado al Consejo Supremo de las F.F.A.A.  Ante esa resolución, la peticionaria, presentó un escrito en su calidad de querellante, solicitando que sin perjuicio de la remisión del expediente al Consejo de las F.F.A.A., se practicaran las diligencias pertinentes, tendientes al esclarecimiento de lo sucedido.  Alegó que el fuero militar no es el fuero competente por encontrarse involucrado un civil.
6. Alegó que el Consejo Supremo de las F.F.A.A. no aceptó el conocimiento de las actuaciones remitidas por el Juzgado Federal No. 2, por lo que ésta se elevó a la CSJN.
B. Posición del Estado
7. El Estado detalló los sucesos de la alegada masacre y que los hechos nunca se investigaron durante el periodo militar por el riesgo a la vida de quien los denunciara.  Indicó que los hechos fueron denunciados en 1983.  Alegó que a la investigación por los hechos se le dio impulso procesal el 22 de mayo de 2002 mediante la resolución que declaró la vigencia de la acción penal contra el citado coronel y el juez; y que el expediente se encontraba en la Cámara de Apelaciones resolviendo una apelación presentada por la peticionaria.

8. El Estado alegó que la petición es inadmisible dado que aún el proceso penal estaba pendiente, que no hubo violación al debido proceso y que la peticionaria había tenido acceso a los recursos internos; por lo que no existía violación de las obligaciones y derechos contenidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
9. El 29 de enero de 2003, la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado Argentino.  El Estado presentó sus observaciones el 4 de abril de 2003 las que fueron transmitidas a la peticionaria el 9 de junio de 2003, solicitando sus observaciones dentro del plazo de un mes.  
10. La CIDH solicitó información actualizada al Estado el 1 de abril de 2011.  El Estado remitió su respuesta el 28 de julio de 2011, la cual fue remitida a la peticionaria el 9 de agosto de 2011 para sus observaciones.  El 5 de junio de 2012, la CIDH reiteró la solicitud de información a la peticionaria.  El 9 de julio de 2013, la CIDH reiteró su solicitud de información a la peticionaria, indicando que de no recibirse dicha información en el plazo de un mes ésta podría archivar la petición.  
III.
FUNDAMENTOS PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
11. Tanto el artículo 48 inciso b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir dichos motivos, ordenará el archivo del expediente.

12. A la fecha de aprobación del presente informe, la peticionaria no había respondido a las solicitudes de información de la CIDH de 9 de junio de 2003, 21 de junio de 2011, 9 de agosto de 2011, 5 de junio de 2012 y 9 de julio de 2013.  Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre la petición, a pesar de los esfuerzos para obtener dicha información y que la injustificada inactividad procesal del peticionario constituye indicio serio de desinterés en la tramitación de la petición, por lo que de conformidad al artículo 48 inciso b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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